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Deslinde y 

Amojonamiento 

Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa 

Cabán, el Juez Rivera Colón y el Juez Bonilla Ortiz.
1
 

 

 

Bonilla Ortiz, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 19 de agosto de 2016. 

El 15 de septiembre de 2014, Orlando Alvarado 

Espada, presentó escrito de apelación en que solicitó 

la revisión de una sentencia dictada por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala Superior de Coamo.  

Por los fundamentos que se exponen a 

continuación, CONFIRMAMOS la Sentencia apelada. 

Veamos. 

I. 

El apelante, Orlando Alvarado Espada adquirió un 

predio de terreno sito en el Barrio Santa Catalina de 

Coamo en virtud de la escritura 155 de compraventa 

ante el Notario José A. Gierbolini Rosa el 18 de 

agosto de 2004. Dicho predio de terreno proviene, a su 

vez, de una segregación aprobada según el plano de 

ARPE PL-87-08-0286, y que le fue adjudicada al dueño 

                                                 
1 Conforme Orden Administrativa Núm. TA-2015-046 del 9 de marzo de 

2015, se designa al juez Bonilla Ortiz en sustitución de la jueza 

Cintrón Cintrón. 
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anterior de la finca, su hermano, el Sr. Diego 

Alvarado Espada. La escritura consta inscrita en el 

Registro de la Propiedad, así como el plano aprobado 

por ARPE. 

Colindante con dicho terreno, se encuentra la 

finca perteneciente a la Sucesión de Héctor L. Rivera 

Burgos, apelados en el presente recurso. En su 

alegato, manifestaron que el inmueble en cuestión fue 

adquirido mediante compraventa en el año 1970, y que 

desde esa fecha se ha encontrado en su posesión. 

Los apelados alegaron que existió una verja de 

alambres de púas y madera que marcaba la colindancia 

entre las dos propiedades. Alegaron que esta verja fue 

derribada por el apelante. Por su parte, el apelante 

alegó que acudió al predio de terreno para colocar una 

nueva verja, pero los apelados se opusieron conforme a 

la escritura y planos que poseían. Un análisis de los 

títulos de cada parte reflejó una controversia sobre 

la titularidad de una franja de terreno de 350.074 

metros. 

Trabada la controversia, el apelante presentó 

acción de deslinde. Los apelados presentaron 

contestación a demanda y reconvención en la que 

alegaron daños ascendientes a $16,000.00 y levantaron 

la defensa de prescripción adquisitiva.  

Los apelados manifestaron que la colindancia 

correcta era la que marcaba la verja de alambres de 

púas y madera, esto conforme al plano aprobado por 

ARPE PL2000-02-0483. Adujeron que los apelantes 

pretendían adueñarse de un pedazo de terreno que no 

les correspondía por ser propiedad de los apelados. 
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Luego de varios trámites procesales, incluyendo 

una apelación y un certiorari ante este foro
2
, el 

tribunal de primera instancia dictó una segunda 

sentencia enmendada, notificada el 21 de agosto de 

2014. En la referida sentencia enmendada, el foro 

primario, determinó que las partes eran dueñas de 

predios colindantes; y que existió una verja de 

alambre de púas y madera por más de 30 años que 

establecía las colindancias entre las propiedades.  

El foro primario determinó que conforme a la 

referida verja, y al plano aprobado por ARPE PL2000-

02-0483, los demandados eran los dueños de la franja 

de terreno de 350.074 metros cuadrados en disputa. 

También determinó que la colindancia debía mantenerse 

como estaba, según la marcaba la verja de alambres y 

madera, verja que fue derribada por el apelante sin 

autorización de los apelados. 

Inconforme con la sentencia dictada, el apelante 

señaló los siguientes errores: 

1. Erró el Tribunal al admitir en evidencia 
la escritura de Segregación y Adjudicación 

número 219 del 30 de noviembre del 2004 de 

los demandados. 

2. Erró el Tribunal al ignorar por completo 
las disposiciones de la Ley Hipotecaria y 

su Reglamento específicamente los 

artículos 23, 87, 105 (30 LPRA sec. 2101, 

2308, 2355). 

3. Erró el Tribunal al determinar como 

cuestión de hecho que los demandados son 

propietarios y estaban en posesión del 

terreno en controversia en virtud de la 

existencia de una verja de alambres de 

púas y madera y que dicha verja marcaba la 

línea de la colindancia entre las 

propiedades del demandante y los 

demandados. 

4. Erró el Tribunal al determinar como 

cuestión de hecho que el plano de la parte 

demandada PL-2000-08-0483 fue preparado 

conforme a las colindancias entre las 

propiedades, colindancias que estaban 

                                                 
2 Véase caso número KLAN201300757 y KLAN201400752. 
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marcadas por la verja de alambres de púas 

y maderas existentes. 

5. Erró el Tribunal al determinar como 

cuestión de hecho que el demandante tiró 

la verja de alambre de púas y madera que 

establecía la colindancia entre las 

propiedades. 

6. Erró el Tribunal al determinar como 

cuestión de hecho que la parte demandada 

es dueña de su predio de terreno hace más 

de 30 años. 

 

II. 

-A- 

 En materia de apreciación de prueba los foros 

apelativos deben brindar deferencia a las 

determinaciones fácticas de los foros de instancia. 

Véase, Serrano Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 DPR 717, 

740 (2007); Rolón v. Charlie Car Rental, Inc., 148 DPR 

420, 433 (1999). Es decir, conforme a nuestro 

ordenamiento jurídico, la discreción judicial permea 

la evaluación de la evidencia presentada en los casos 

y controversias. Miranda Cruz y otros v. S.L.G. Ritch, 

176 DPR 951, 974 (2009). Es por ello que las 

decisiones del foro de instancia están revestidas de 

una presunción de corrección. Vargas Cobián v. 

González Rodríguez, 149 DPR 859, 866 (1999).  

En síntesis, si la actuación del tribunal a quo 

no está desprovista de base razonable, ni perjudica 

los derechos sustanciales de una parte, lo lógico es 

que prevalezca el criterio del juez de instancia, a 

quien corresponde la dirección del proceso. Sierra v. 

Tribunal Superior, 81 DPR 554, 572 (1959). 

Los tribunales de apelaciones no variarán las 

determinaciones de hechos del juzgador de instancia a 

menos que medie pasión, prejuicio, parcialidad o error 

manifiesto. Véase, Regla 42.2 de las de Procedimiento 

https://a.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1999135468&pubNum=0002995&originatingDoc=I33659b3aab5311e5b4bafa136b480ad2&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_433&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_433
https://a.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1999135468&pubNum=0002995&originatingDoc=I33659b3aab5311e5b4bafa136b480ad2&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_433&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_433
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Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.2; Dávila Nieves v. 

Meléndez Marín, 187 DPR 750, 771 (2013); Ramírez 

Ferrer v. Conagra Foods PR, 175 DPR 799, 817 (2009); 

Trinidad v. Chade, 153 DPR 280, 291 (2001). En lo 

pertinente, el Tribunal Supremo expresó recientemente: 

Una de las normas más conocidas en nuestro 

ordenamiento jurídico es que los tribunales 

apelativos no intervendremos con la 

apreciación de la prueba, la adjudicación de 

credibilidad y las determinaciones de hechos 

que realizan los tribunales de instancia, a 

menos que se demuestre que el juzgador actuó 

movido por pasión, prejuicio o parcialidad o 

que incurrió en error manifiesto. Dávila 

Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR, a la pág. 

753. 

 

Por el contrario, esa norma de autolimitación 

cede cuando “un análisis integral de [la] prueba cause 

en nuestro ánimo una insatisfacción o intranquilidad 

de conciencia tal que se estremezca nuestro sentido 

básico de justicia; correspondiéndole al apelante de 

manera principal señalar y demostrar la base para 

ello”. Pueblo v. Cabán Torres, 117 DPR 645, 648 

(1986). 

-B- 

 El deslinde es una acción protectora del dominio 

que tiene como propósito determinar los linderos 

confundidos de dos heredades contiguas. Ramírez 

Quiñones v. Soto Padilla, 168 DPR 142, 157 (2006); 

Zalduondo v. Méndez, 74 DPR 637, 641–642 (1953).  

El Código Civil de Puerto Rico dispone que 

“[t]odo propietario tiene derecho a pedir el deslinde 

de su propiedad, con citación de los dueños de los 

predios colindantes.” 31 LPRA sec. 1211. Así bien, la 

acción de deslinde se encuentra disponible a “todos 

los propietarios cuyas propiedades limítrofes tienen 
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confundidos sus linderos por causas naturales, 

accidentes fortuitos o actos voluntarios de tercero, 

debiendo concurrir todos a un solo juicio ...” Ramírez 

Quiñones v. Soto Padilla, supra, pág. 158 citando a: 

Arce v. Díaz., 77 DPR 624, 627–628 (1954); Art. 319 

del Código Civil, 31 LPRA sec. 1211.  

Del mismo modo, nuestra jurisprudencia ha 

establecido que en el deslinde no se demanda una cosa 

cierta y determinada que como propietarios les 

pertenece, sino que, precisamente por la 

indeterminación de la propiedad debido a la confusión 

con la propiedad colindante, se reclama la fijación de 

señales que la deslinden para cesar la confusión. 

Zalduondo v. Méndez, supra, págs. 641–642. 

El Artículo 320 del Código Civil dispone: 

 

El deslinde será en conformidad con los 

títulos de cada propietario, y a falta de 

títulos suficientes, por lo que resultare de 

la posesión en que estuvieren los 

colindantes. 31 LPRA sec. 1212. 

 

La acción de deslinde es imprescriptible. Ramírez 

Quiñones v. Soto Padilla, supra, pág. 158. “Además, el 

hecho de haberse intentado o practicado una acción de 

deslinde no impide que se vuelva a hacer, si existen 

nuevas causas que lo justifiquen.” Ramírez Quiñones v. 

Soto Padilla, supra, pág. 158; Zayas v. Autoridad de 

Tierras, 73 DPR 897, 901 (1952). 

Distinta es la acción de deslinde a la acción 

reivindicatoria. La acción reivindicatoria es la 

acción contra el tenedor y el poseedor de la cosa para 

reivindicarla”. Art. 280 del Código Civil, 31 LPRA, 

sec. 1111. Esta facultad de instar una acción para 

recuperar la propiedad surge precisamente del derecho 

https://a.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRSSTT31S1211&originatingDoc=I9e31c0a070bf11e0a8a2938374af9660&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
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que tiene un propietario de excluir a terceros para 

que no interfieran con el uso, disfrute o disposición 

del objeto de su derecho. Soc. Gananciales v. G. Padín 

Co., Inc., 117 DPR 94 (1986); J. Puig Brutau, 

Compendio de Derecho Civil, Vol. III, Ed. Bosch, 

Barcelona (1989), pág. 44. 

-C- 

La prescripción adquisitiva extraordinaria o 

usucapión es un modo de adquirir el dominio de un bien 

inmueble. El Art. 1859 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

5280 dispone que “[p]rescriben también el dominio y 

demás derechos reales sobre los bienes inmuebles por 

su posesión no interrumpida durante treinta (30) años, 

sin necesidad de título ni de buena fe, y sin 

distinción entre presentes y ausentes”. Véase, 

también, Sucn. Maldonado v. Sucn. Maldonado, 166 DPR 

154, 182 (2005). Este efecto se produce 

automáticamente en el momento en que el poseedor 

completa el periodo requerido. 

Mediante la figura de la usucapión se adquiere un 

derecho a favor de una persona mientras se extingue el 

derecho de otra persona o antiguo dueño. Silva 

Wiscovich v. Weber Dental Mfg. Co, 119 DPR 550, 554 

(1987); Artículo 1832 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

5243. 

Se ha establecido que, para que se produzca la 

prescripción extraordinaria que establece el Art. 1859 

del Código Civil, supra, los tribunales deben exigir 

la prueba de los siguientes hechos: (1) una posesión 

continuada durante treinta años sobre el inmueble; (2) 

por haberla así tolerado el dueño del inmueble; (3) ya 

que el prescribiente ha entrado en posesión del 
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inmueble sin autorización, permiso o licencia 

otorgados por el dueño; (4) cuya posesión ha mantenido 

el poseedor en concepto público de dueño, de acuerdo 

con la creencia colectiva de la comunidad en que vive, 

no en virtud de la creencia propia que pueda tener el 

poseedor de ser el dueño del inmueble poseído; (5) 

cuya posesión resulte además pública, pacífica; (6) 

sin que se haya interrumpido naturalmente, o sea, por 

abandono de la cosa por el poseedor, por más de un 

año, o civilmente, en virtud de diligencia judicial o 

notarial, o por un reconocimiento expreso o tácito del 

derecho del dueño hecho por el poseedor, antes de 

haber transcurrido los treinta años durante los cuales 

se consuma la prescripción; (7) sin que el poseedor 

haya renunciado expresa o tácitamente a su título por 

prescripción por alguna causa que resulte eficaz en 

derecho para tal renuncia, después de consumada la 

prescripción extraordinaria. Dávila v. Córdova, 77 DPR 

136, 150–151 (1954). 

Para adquirir el dominio de un bien inmueble 

mediante la usucapión, se requiere la posesión civil y 

no la natural. Sucn. Maldonado v. Sucn Maldonado, 

supra. El Art. 630 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

1421, define “posesión natural” como la tenencia de 

una cosa o el disfrute de un derecho, y “posesión 

civil” como la tenencia de una cosa o el disfrute de 

un derecho, unidos a la intención de hacer suya la 

cosa o el derecho. 

Por lo tanto, la usucapión requiere que la 

posesión sea en concepto de dueño porque “sólo la 

posesión en concepto de dueño puede servir de título 

para adquirir el dominio”. Sol Bravman v. Consejo de 
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Titulares del Condominio Palma Real, 183 DPR 827, 839 

(2011) citando a J. Puig Brutau, Fundamentos de 

Derecho Civil, Tomo III, Vol. 1, 3ra. ed., Bosch, 

Barcelona, 1989, pág. 318.  

Se concibe que un inmueble es poseído en concepto 

de dueño cuando la opinión pública o percepción 

general entiende que es el verdadero dueño, unido a 

los actos que el poseedor realiza con relación a la 

propiedad, independientemente de la creencia que sobre 

el particular este pueda tener. Vélez Cordero v. 

Medina, 99 DPR 113, 119 (1970). 

Por el contrario, los actos ejecutados por 

licencia o mera tolerancia del dueño no son 

suficientes para que se cumpla con los requisitos de 

la prescripción extraordinaria puesto que no configura 

la posesión en concepto de dueño. Todo aquel que posea 

con permiso, autorización o en representación de otro 

no podrá adquirir el dominio, ni ningún otro derecho 

por virtud de la prescripción ordinaria o 

extraordinaria. Sol Bravman v. Consejo de Titulares 

del Condominio Palma Real, supra; Sánchez Gonzalez v. 

Registrador, 106 DPR 361, 375 (1977); Dávila v. 

Córdova, supra, págs. 143–148. 

Para que la usucapión se configure, el término o 

plazo mediante el cual se posee la cosa en concepto de 

dueño de forma pública y pacífica no puede ser 

interrumpido. A estos efectos, se interrumpe 

civilmente la posesión: (1) por la citación judicial 

hecha al poseedor, aunque sea por mandato del tribunal 

o un juez incompetente; (2) mediante el requerimiento 

judicial o notarial, siempre que dentro de los dos 

meses de practicado se presente ante el tribunal o el 
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juez la demanda sobre posesión o dominio de la cosa 

cuestionada, y (3) por el reconocimiento expreso o 

tácito que el poseedor haga del derecho del dueño. 

Véanse, Arts. 1845, 1847 y 1848 del Código Civil, 31 

LPRA secs. 5266, 5268 y 5269. 

-D- 

 El tercero hipotecario o registral es "el tercero 

adquirente por negocio jurídico, en función de 

Registro inexacto y mantenido en su adquisición por la 

fe pública registral." Roca-Sastre, Derecho 

Hipotecario, Barcelona, BOSCH, Casa Editorial, S.A., 

1995, T. II, pág. 299.  

El art. 105 de la derogada Ley Hipotecaria de 

1979, 30 LPRA sec. 2355 -vigente al momento de los 

hechos del presente caso- disponía
3
:   

                                                 
3 La nueva ley del Registro de la Propiedad Inmobiliaria, Ley 210-

2015, establece en su artículo 35: 

ARTÍCULO 35. No convalidación de actos o contratos 

nulos; protección de derechos de terceros: 

 

El asiento de inscripción no convalida los 

actos o contratos que sean nulos con arreglo a las 

leyes, ni altera las relaciones jurídicas de quienes 

intervengan como partes en dichos actos o contratos. 

 

   No obstante, el derecho real de un tercero 

estará protegido por la fe pública registral y será 

mantenido en su adquisición cuando cumpla con los 

siguientes requisitos: 

 

1. El derecho es adquirido válidamente y con 

arreglo a la ley en un negocio intervivos, de buena 

fe y a título oneroso de persona que en el Registro 

aparece con facultad para transmitirlo, y que ha sido 

inscrito.  

 

2. La adquisición se efectúa basado en un Registro 

inexacto por causas que no resultan clara y 

expresamente del propio Registro o por existir sobre 

la finca acciones o títulos de dominio o de otros 

derechos reales que no están debidamente inscritos. 

 

Ha de entenderse por Registro los asientos 

relativos a una finca o derecho, no extinguidos según 

lo dispuesto en esta Ley, que se refieran a cargas y 

gravámenes o a derechos que no sean del que 

transfiere o grava, además del asiento que publica el 

derecho del transmitente. 

 

La buena fe del tercero se presume siempre que 

haya actuado con una mínima dosis de diligencia y 

mientras no se pruebe que al adquirir conocía la 

falta de exactitud del Registro. 



 
 

 
KLAN201401508 

    

 

11 

A pesar que la inscripción no convalida los 

actos o contratos que sean nulos con arreglo 

a las leyes, ni altera las relaciones 

jurídicas de quienes intervengan como partes 

en dichos actos o contratos, el tercero que 

de buena fe y a título oneroso adquiera 

válidamente algún derecho de persona que en 

el Registro aparezca con facultad para 

transmitirlo será mantenido en su 

adquisición, una vez haya inscrito su 

derecho, cuando por cualquier razón resulte 

inexacto el Registro, bien sea que se 

rescinda, resuelva o anule el título del 

otorgante en virtud de causas que no 

resulten clara y expresamente del propio 

Registro, o que existan sobre la finca 

acciones o títulos de dominio o de otros 

derechos reales que no estén debidamente 

inscritos.   

Al respecto ha de entenderse por Registro 

los asientos relativos a una finca o 

derecho, no extinguidos según lo dispuesto 

en la sec. 2451 de este título, que se 

refieran a cargas y gravámenes o a derechos 

que no sean el que transfiere o grava, 

además del asiento que publica el derecho 

del transmitente.  

La buena fe del tercero se presume siempre 

mientras no se prueba que al adquirir 

conocía la falta de exactitud del Registro.  

El adquirente a título gratuito sólo gozará 

de la protección registral que corresponde a 

sus causantes o transferentes.  

En ningún caso afectarán a tercero los 

derechos meramente mencionados o la indebida 

constancia de obligaciones. 

 
Es decir, para aquellos que reclamen la 

protección de la fe pública registral, deberán 

concurrir los siguientes requisitos: 

1. Tercero civil 
2. Adquirente 
3. De un derecho real inmobiliario inscrito 
4. De buena fe 
5. A título oneroso 
6. En un negocio intervivos válido 
7. De persona que en el Registro de la Propiedad 

aparezca con facultades para transmitirle. 

8. Adquisición en función de un Registro inexacto. 
9. En el Registro de la Propiedad no constaban clara 

y expresamente las causas de la inexactitud 

registral 

10. Que no concurra alguna de las excepciones a la 
aplicación de la fe pública registral. 

                                                                                                                                     
El adquirente a título gratuito sólo gozará de 

la protección registral que corresponde a sus 

causantes o transferentes. 

 

Los derechos meramente mencionados o la 

indebida constancia de obligaciones no afectarán a 

tercero. 
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11. Inscripción del derecho o título 

adquisitivo. Véase: Banco Santander de P.R. 

v. Rosario Cirino, et al., 126 DPR 591 

(1990).   

 

A través de dicho principio quedan protegidos los 

terceros que por medio de un negocio jurídico válido 

adquieran un derecho confiando en el contenido del 

Registro de la Propiedad. Banco Santander v. Rosario 

Cirino, 126 DPR 591, 601 (1990).   

Para ser acreedor de la protección del Registro, 

uno de los requisitos que tiene que cumplir el tercer 

adquirente es el de buena fe, la cual se ha definido 

como el “desconocimiento por el tercer adquirente, en 

el momento de la adquisición, de la inexactitud 

registral y de los vicios que pueden anular, 

rescindir, resolver o revocar la titularidad del 

transferente”. Mundo v. Fuster, 87 DPR 363, 376 

(1963). El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha aclarado 

que la buena fe exigida no es equivalente al principio 

de lealtad consagrado en el Código Civil, sino que se 

trata meramente del desconocimiento, por parte del 

tercer adquirente, de la inexactitud del 

Registro.  Banco de Santander v. Rosario Cirino, 126 

DPR 591, 605 (1990).   

Además de lo anterior, el Tribunal Supremo ha 

señalado que para tener derecho a la protección 

registral “[con el requisito de buena fe sólo tiene 

que cumplir el tercer adquirente y no el transferente… 

En el momento en que, de acuerdo con el Código Civil, 

„queda concluso el negocio jurídico de adquisición por 

el tercero‟”. Banco Santander v. Rosario Cirino, 

supra, (citando a 1 R.M. Roca Sastre, Derecho 

Hipotecario, 695 (7ma. ed. 1979)).   
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En estos casos, sin embargo, la buena fe del 

adquirente está sujeta a que éste hubiera actuado con 

razonable diligencia para conocer la inexactitud del 

Registro. Banco de Santander v. Rosario Cirino, supra, 

págs. 605-606.   

Para probar la mala fe de un adquirente basta 

probar que conoció de la posesión de hecho de la 

finca, a título de dueño, por persona distinta de su 

transmitente, o que tuvo medios racionales y motivos 

suficientes para conocerla. Banco de Santander v. 

Rosario Cirino, supra, pág. 606.  

-E- 

 La Ley Hipotecaria y del Registro de la Propiedad 

del 1979, 30 LPRA sec. 2001 et seq, y derogada por la 

nueva Ley del Registro de la Propiedad Inmobiliaria, 

Ley 210-2015, establecía en su artículo 252: 

§ 2777. Documentos no registrados; 

inadmisibilidad en procedimientos judiciales 

o administrativos; excepciones  

No se admitirá en los tribunales y en 

aquellos organismos del Gobierno que ejerzan 

facultades cuasi judiciales, ningún 

documento o escritura de que no se haya 

tomado razón en el Registro, por el cual se 

constituyeren, transmitieren, reconocieren, 

modificaren o extinguieren derechos sujetos 

a inscripción, según este subtítulo.  

No obstante podrá admitirse en perjuicio de 

tercero el documento no inscrito y que debió 

serlo, si el objeto de la presentación fuere 

únicamente corroborar otro título posterior 

que hubiese sido inscrito.  

También podrá admitirse el expresado 

documento cuando se ejercite la acción de 

rectificación del Registro o cuando se 

presente para pedir la declaración de 

nulidad y consiguiente cancelación de algún 

asiento que impide verificar la inscripción 

de aquel documento.  30 LPRA sec. 2777 

 

 Este artículo proviene de la Ley Hipotecaria 

española de 1944 y persigue establecer que la 

inscripción es premisa ineludible para el ejercicio de 
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los derechos sobre inmuebles. Véase, L.R. Rivera 

Rivera, Derecho Registral Inmobiliario Puertorriqueño, 

3ra Ed., 2012, pág. 56 citando a C. Díaz Rivera, El 

Artículo 252 de la Ley Hipotecaria y nuestra Ley de 

Evidencia, 20 Rev. D. P. 431-441 (1980-1981). Esta 

inadmisibilidad absoluta estaba en consonancia con el 

sistema de inscripción obligatoria establecido en 

España en 1861. La norma no guarda armonía con el 

sistema de inscripción voluntaria que impera en Puerto 

Rico. Véase L.R. Rivera Rivera, Derecho Registral 

Inmobiliario Puertorriqueño, 3ra Ed., 2012, pág. 57 

citando a E. Vázquez Bote, Tratado teórico, crítico y 

práctico de Derecho privado puertorriqueño, San Juan: 

Butterworth, Tomo XIV, pág. 14-19.  

Otros tratadistas españoles
4
 postulan que el 

derecho real, excepto el de hipoteca, tiene plena 

existencia extrarregistral. Por tanto, la inadmisión 

del documento solo afectará al derecho real y al 

título cuando la inscripción en el Registro de la 

Propiedad sea requisito para su existencia, como lo es 

la hipoteca. Id; citando a J. M. Chico y Ortiz, 

Estudios sobre Derecho Hipotecario, 3ra Ed, 1994, Tomo 

1, pág. 219.  

 Cabe destacar que la nueva Ley del Registro de la 

Propiedad Inmobiliaria, supra, suprimió el referido 

artículo. 

III. 

 El Tribunal de primera instancia hizo unas nueve 

determinaciones de hechos. Estos hechos determinados, 

resumidos en la primera parte de esta sentencia, son 

                                                 
4 El Profesor Rivera Rivera menciona a Sanz, Fernández, LaCruz 

Berdejo y Chico y Ortiz. 
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suficientes para apoyar la determinación tomada. Sin 

embargo, para poder entender mejor las controversias y 

poder revisar los errores planteados hemos tenido que 

recurrir a la transcripción de la prueba oral. 

Evaluada la transcripción del caso y los 

testimonios vertidos en instancia, y por estar 

íntimamente relacionados, procedemos a la discusión de 

los errores señalados y al resumen de los testimonios 

durante el juicio. 

 En la vista en su fondo, el primero en declarar 

fue Diego J. Alvarado Espada quien dio un trasfondo de 

la segregación de la finca, que pertenecía a su madre. 

Aclaró que ni su madre, ni él cercaron la propiedad. 

Declaró sobre el plano aprobado por ARPE e inscrito en 

el Registro de la Propiedad, que le adjudicó a su 

solar la franja de 350.074 metros cuadrados que está 

en disputa. Manifestó que su finca fue inscrita como 

expediente de dominio por primera vez en el 1967. 

El segundo en declarar fue el perito de los 

demandantes, el agrimensor Egberto Berlingeri 

Rodríguez, quien fuera contratado por Don Diego 

Alvarado Espada para la mensura de la finca. En la 

finca se percató que había una diferencia entre los 

planos que poseían el apelante y los apelados. 

También declaró Doña Enid Milagros Figueroa 

Nieves, arrendataria de Diego Alvarado, quien 

testificó sobre la existencia de una verja de alambre 

de púas en la colindancia. Vivió en la casa para el 

año 1997. No pudo precisar cuándo se construyó la 

verja de alambres. Otro vecino en declarar fue Ángel 

L. Torres Román, quien contó de una caída que tuvo a 
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causa de la verja de alambres en la colindancia, que 

comenzaba en un árbol de mangó. 

El próximo en declarar fue el perito de la parte 

apelada, el agrimensor Rafael Mojica Torres. El perito 

hizo una mensura de las fincas, la línea de 

colindancia, y la quebrada que colinda con la 

propiedad en controversia. También examinó los planos 

de la Sucesión Espada del año 1967 y el plano 

preparado por el perito del demandante. El testigo 

tomó en cuenta el plano del Agrimensor Ulpiano Ortiz 

quien primeramente demarcó la finca matriz. Dicho 

agrimensor adjudicaba la franja de terreno a la 

Sucesión de Héctor Burgos. El testigo manifestó que la 

diferencia de los planos aprobados por ARPE se debe a 

que no tomaron en cuenta segregaciones anteriores, 

especialmente, las líneas de colindancia de la finca 

matriz.  

En la vista también testificaron los apelados, 

Aymee Burgos Sosa, Rafaela Sosa Amaro y Jorge Burgos 

Sosa. Los tres declararon sobre la existencia de la 

verja de alambres de púas y madera en la colindancia 

con la finca de los apelantes. La Sra. Aymee Burgos 

testificó que vivió en casa de sus padres desde sus 

cinco años en el 1973 y a partir de ese momento estuvo 

la verja de alambres hasta el 2005, fecha en que fue 

removida por el apelante. La Sra. Rafaela Sosa Amaro 

explicó que desde el 1973 ya la verja de alambres 

marcaba la colindancia de la propiedad, pues fue 

colocada por la persona que le vendió la finca, 

alrededor del año 1966-1967. Además manifestó que 

sembró y dio mantenimiento a la franja de terreno en 

controversia. Ante la remoción de la verja por el 
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apelante, ambas testigos manifestaron sentir miedo. El 

apelado José Luis Burgos testificó sobre la existencia 

de un desagüe de la cocina de la casa de su mamá, 

donde él también vivió desde el 1973.  

 De la transcripción de la vista también surge que 

el juez de instancia tuvo ante sí múltiples planos y 

el beneficio de peritos que explicaban los referidos 

planos, así como los estudios que realizaron en la 

finca. Evaluó los testimonios de los peritos así como 

los testimonios de los apelados y del antiguo dueño de 

la propiedad, Don Diego Alvarado.  

 La prueba testifical apoyó la contención de los 

apelados sobre la prescripción adquisitiva. La apelada 

es dueña de la propiedad desde antes del 1970 y viven 

la propiedad desde al menos, el 1973. A partir de ese 

momento, existió la verja de alambres de púas y madera 

que marcaba la colindancia. Los apelados poseyeron la 

propiedad, en concepto de dueño, pública y 

pacíficamente por más de treinta años. 

En cuanto al primer señalamiento de error, el 

apelante imputó error al foro apelado por admitir en 

evidencia una escritura que no constaba inscrita en el 

Registro de la Propiedad, en contravención de la Ley 

Hipotecaria del 1979. Este error no se cometió. Esto 

es, la referida escritura fue admitida únicamente con 

el propósito de corroborar los testimonios vertidos en 

el juicio del agrimensor que hizo la mesura de la 

finca, y de los apelados que vivían en la propiedad. 

La escritura no se presentó como prueba única de la 

apelada para establecer su caso. Aun tomando como 

cierto que dicho documento no se debió admitir en 

evidencia, por lo antes explicado, este alegado error 
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por sí solo no es óbice para revocar la sentencia 

apelada. Los tratadistas concurren en que el art. 252 

de la derogada Ley Hipotecaria del 1979 era 

incompatible con nuestro derecho registral. Igualmente 

mediante prueba independiente a la escritura los 

apelados pudieron establecer su causa de acción. 

Por último, el apelante alega que es un tercero 

registral y lo cobija la fe pública registral. En su 

alegato, el apelante alega escuetamente que está 

protegido por la fe pública registral porque cumple 

con los requisitos. No le asiste razón. El apelante no 

cumple con el requisito de buena fe. La buena fe del 

tercero adquirente requiere que dicho adquirente 

desconozca la inexactitud del Registro de la 

Propiedad. Surge de la prueba vertida en el juicio y 

de los testimonios que la propiedad del apelante 

pertenecía a su madre, y que en la colindancia con los 

apelados existió una verja de alambres de púas y 

madera que el propio apelante derribó para construir 

la suya. No puede configurarse el requisito de buena 

fe pues el apelante conocía o debió conocer la 

inexactitud registral.  

El apelante no nos ha puesto en condiciones de 

rebatir la prueba presentada así como el criterio del 

juez de instancia. Determinamos que los planos 

evaluados confirman que la franja de terreno en 

controversia desde un origen
5
 perteneció a los apelados 

y sus antecesores en título. 

Conforme a lo anterior, CONFIRMAMOS la sentencia 

apelada.  

 

                                                 
5 Por lo menos desde el año 1967. 
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IV. 

 Por todo lo cual, CONFIRMAMOS la sentencia 

apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

    Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


